Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 24 minutos.) 


Corresponde considerar el primer punto del orden del día: Carpeta N* 566/2011, “Personas 
en situación de calle. Refugios. Traslado”. 


Evidentemente, esta ola de frío que tenemos nos está urgiendo a aprobar este proyecto de 
ley. 


SEÑORA XAVIER.- Queremos solicitar al señor Presidente y a los integrantes de la Comisión que 
aprobemos esta iniciativa con las modificaciones que se acuerden. Sin duda, los hechos que han 
venido ocurriendo justifican la aprobación de este marco legal sin necesidad de extenderme en su 
fundamentación. 


Obviamente, es necesario discutir lo que han planteado algunos integrantes de la Comisión 
respecto a si se requiere otra norma legal. A nuestro juicio, sí se precisa aprobar este proyecto, ya que 
ni la ley del psicópata, de 1936, ni la de vagancia, de 1941, se ajustan exactamente a este 
fenómeno de personas en situación de calle, que lo que están requiriendo es que el Estado los ayude a 
cumplir con su derecho a la vida. Aquí están en juego determinados preceptos constitucionales que 
tienen que ver con la obligación que cada uno de nosotros tiene de cuidar de sí mismo y con las 
garantías que el Estado debe dar para hacer efectivo ese cuidado. De las comparecencias de los 
Ministerios involucrados surge que en este momento nadie tiene un dispositivo que pueda adecuarse a 
lo que debe estar en el horizonte de trabajo de las diferentes Carteras. Me refiero a la posibilidad de 
que, así como el Ministerio de Desarrollo Social estudia medidas para implementar prontamente una 
vía de salida para las personas que están en refugios, también se mejore la entrada. Sin duda, se 
trataría de un espacio adonde luego pudieran ser derivados con una mejor evaluación: por ejemplo, 
una institución de salud o directamente un refugio. A mi juicio, podría estar orientado a mejorar la 
eficacia que el Estado debe tener en el tratamiento de estas personas. 


A los efectos de la versión taquigráfica, quiero dejar en claro que a priori -por más que nos 
cueste entender que alguien desee mantenerse en situación de calle- no tenemos la concepción de 
que todos son enfermos psiquiátricos o que son un peligro para la sociedad porque, en realidad, el 
primer peligro lo constituyen para sí mismos al negarse a recibir ayuda. Por eso planteamos este 
proyecto de ley de artículo único, aspirando a proteger el derecho de esas personas. 


Se ha dicho que si no es con consentimiento, es contra su voluntad, y que quizá se los 
conduzca por la fuerza. Me parece que esa es una desviación, porque no necesariamente una persona 
que no tiene la voluntad de ser llevada a un refugio debe oponer resistencia. Y si eventualmente se 
diera una situación en la que el médico confirma que la persona corre riesgo de vida, la fuerza pública 
siempre hará cumplir la ley. De todas formas, creo que hay que dejar en claro que este proyecto de ley 
no está inspirado en un afán represivo sino que, por el contrario, procura la protección de derechos. 


En esta contraposición de derechos, además de definir cuál es el bien jurídico a proteger, 
que sin duda creo que es la vida de estas personas, debemos tener en cuenta cómo se financia un 
plan que involucre a estos diferentes organismos. En principio, debe ser financiado por los recursos 
asignados a cada uno de ellos; inclusive habrá que pensar si eventualmente a futuro se podrá recurrir a 
otro mecanismo de financiación. 


Personalmente quisiera realizar una modificación al artículo. Luego de nombrar los tres 
Ministerios a los que se encomienda la reglamentación de este proyecto de ley, sugiero incluir entre 
guiones la frase “sin perjuicio de la participación de otros organismos con competencia en la materia”. 
No me parece que esté mal que en esos “otros organismos” eventualmente pudiera estar incluido el 
propio Sistema Nacional de Emergencia que, si bien tiene una ley que lo rige y que implica la 
declaratoria de la situación de catástrofe o de emergencia, también posee recursos que pueden ser 
aportados en este sentido. Prueba de ello es que el viernes pasado el Poder Ejecutivo convocó a una 
conferencia de prensa en la que dio cuenta de que iba a realizar un trabajo en coordinación con la 
Intendencia de Montevideo y con los Ministerios de Defensa Nacional y de Salud Pública -no recuerdo 
qué otro organismo se mencionó- para paliar la situación de frío, ya que se habría anunciado una alerta 
naranja. 


En síntesis, en primer término, planteo aprobar el proyecto de ley en el día de hoy. En 
segundo lugar, que sea considerado en la sesión del Senado de mañana; en ese caso, si tenemos 
tiempo de que la Secretaría lo eleve, no habría necesidad de pedir su urgencia, pero de no ser así 
formularíamos el pedido en el transcurso de la sesión. En tercer término, sugiero agregar al texto del 
artículo único de la iniciativa el concepto que he planteado. Creo que, de alguna manera, esa frase 
amplía -y no acota- el número de organismos que pueden estar en juego a la hora de instrumentar y 
poner en práctica lo que prevé este proyecto de ley. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: no puede haber dos sentimientos diferentes con respecto a este 
problema, pues creo que todos queremos evitar la situación de personas que, por las causas que 
fuere, tengan que enfrentar las inclemencias del tiempo en la calle, particularmente durante la noche, 
aunque de día la situación no es muy distinta. Reitero: no creo que pueda haber dos maneras 
diferentes de ver esto o dos objetivos distintos; no puede caber ninguna duda de que todos queremos 
evitar estas realidades. El hecho de que durante este año hayan ocurrido muertes por hipotermia en la 
calle no ha sido provocado por negligencia de la oposición; de ninguna manera. La oposición ha 
asistido a todas las reuniones de Comisión, donde ha trabajado y ha realizado sugerencias. De modo 
que me parecen por lo menos desafortunadas algunas manifestaciones de prensa que se han 
realizado en ese sentido. 


Si realmente queremos encontrar una solución a este problema, no podemos equivocarnos a 
la hora de hacer el diagnóstico. Este proyecto de ley parte del supuesto de que lo que falta es una 
disposición que permita al Estado ingresar a esas personas contra su voluntad a un lugar protegido. 
Creo que ese no es el problema. Esa disposición ya existe, pero ni el Ministerio de Salud Pública ni su 
Inspección General de la Asistencia a los Psicópatas la ponen en práctica como deberían. O sea que la 
disposición que habilita al Estado a internar a estas personas ya existe y, por tanto, el problema no está 
solo ahí -por eso digo que tenemos que ponernos de acuerdo en el diagnóstico-, sino que hay 
dificultades muy serias en cuanto a la gestión de los refugios del área metropolitana de Montevideo. 
¿Por qué? Porque la mayoría de esos refugios funcionan en condiciones que para las personas en 
situación de calle son inaceptables. No los aceptan con sus mascotas, que son sus compañeros de 
vida; no los aceptan con sus pertenencias, que para nosotros podrán no tener valor, pero para ellos 
son todo lo que poseen, y muchas veces no reciben el trato más adecuado. Comprendo que se trata de 
una población difícil, pero de cualquier manera todos somos merecedores de un buen trato. Y, además, 
los propios involucrados relatan que no volverían a un refugio porque han sufrido maltrato, contagio de 
enfermedades, etcétera. 


Entonces, tenemos ante nosotros un proyecto de ley que tiene la mejor de las intenciones, 
pero que incurre en un extremo sumamente difícil, como es limitar la libertad de las personas que no 
han cometido daños contra terceros, o sea que se trata de un caso muy especial. Además, la defensa 
propia está contemplada en la ley del psicópata, que el Ministerio de Salud Pública es negligente al no 
aplicarla como debería. Y, a su vez, a la persona enferma se le dan más garantías con esa ley que las 
que se le ofrece con este proyecto de ley a quienes están en situación de calle, con o sin patología 
mental. Asimismo, cuando vinieron los representantes del MIDES a esta Comisión nos expresaron que 
la mayoría de estas personas en situación de calle tienen una patología psiquiátrica, por la que 
deberían estar internados. 


Pero además de todo esto me preocupa mucho el tema de la gestión de los refugios. La 
semana pasada, el 1* de julio, en el diario El País se publicó una declaración del Director Pereyra - 
quien concurrió a esta Comisión junto con la delegación del MIDES- en la que dice que no están en 
condiciones de implementar este proyecto de ley. Entonces, ¿vamos a implementar un proyecto de ley 
que, desde mi punto de vista, parte de un diagnóstico equivocado y, además, el organismo que tendrá 
la mayor responsabilidad en su implementación manifiesta que no está en condiciones para ello? 


Por tanto, vuelvo al punto de partida: todos tenemos la mejor intención para corregir este 
problema, pero con total honestidad digo que no creo que esta solución jurídica sea la que se necesita 
para atender esta situación. El Poder Ejecutivo tiene los recursos jurídicos y, ciertamente, los 
económicos para solucionar el tema, pero le falta agilizar su trabajo con este tipo de población, de 
manera de minimizar los riesgos en que incurre, con el mayor respeto posible hacia las personas y sus 
derechos humanos, empezando por los derechos a la vida y a la libertad. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Señor Presidente: he escuchado con atención las exposiciones realizadas por la 
señora Senadora Xavier y el señor Senador Solari. En relación al planteo de la señora Senadora 
Xavier, quiero decir que se trata de un proyecto que ingresó al Senado no hace más de un mes. No 
hemos tenido oportunidad de analizarlo en forma detenida con los demás integrantes de nuestro sector 
político y, aunque compartimos su filosofía, pensamos que no va a resolver la problemática que se 
está viviendo en este momento, ya que deberá ser discutido y votado en el Plenario del Senado, y 
luego debe remitirse a la Cámara de Representantes, a efectos de que se analice en la Comisión 
correspondiente y también en su Plenario. Quiere decir que es probable que ya estemos en primavera 
cuando se promulgue la ley. 


Más dudas me invaden aún al escuchar al señor Senador Solari, ya que no tenía 
conocimiento de las versiones de prensa que expresan que no se estaría en condiciones de dar 
cumplimiento a las exigencias que promovería esta ley. 


Dentro de lo posible, pedimos que se nos dé un espacio de tiempo para analizar el proyecto 
y que no ingrese al Senado en el día de mañana, para que nuestro sector y el Partido Nacional puedan 
profundizar definitivamente en el tema. Inclusive, en el día de hoy tendremos una reunión 
parlamentaria, por lo que desde ya adelanto que estaríamos dispuestos a analizar este tema en ese 
ámbito. Creemos que esta propuesta va a contar con nuestro apoyo, por tanto, me parece que 
debemos hacer un esfuerzo para encontrar una solución de consenso, máxime tratándose de un tema 
como este, que hoy está muy presente en la opinión pública. 


Ese era el planteo que quería hacer en esta Comisión, por cuanto no sabíamos que la 
intención era tratar este proyecto en la sesión del Senado de mañana; en realidad, me enteré en el 
ascensor, conversando con un representante de un medio de prensa, que ya contaba con la 
información de que mañana -o, a más tardar, el miércoles- ingresaría el tema en el Plenario del 
Senado, que es lo que acaba de plantear la señora Senadora Xavier. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece importante hacer una breve historia de la evolución del 
tratamiento de las personas en situación de calle porque, evidentemente, se puede tender a olvidar la 
desprotección total y absoluta que tenían en períodos anteriores. Hoy por hoy existen, nada más ni 
nada menos que diecinueve refugios en la ciudad de Montevideo. Esto no es una casualidad sino el 
producto de políticas que han tenido que ver con la necesaria atención pero también con la 
preocupación esencial y humana hacia estos sectores. Estamos hablando de un número importante de 
refugios, que no nacen ni se implementan de un día para el otro, sino que tienen una historia que es 
relativamente breve y que se vincula mucho al período de Gobierno anterior de nuestra fuerza política. 


Hay 800 personas en situación de calle que hoy están asistiendo a estos refugios; sin 
embargo, se tiende a ver la mitad del vaso vacío y no todo lo que se ha hecho a este respecto. Por 


supuesto, es bueno valorar que aún falta mucho por hacer y que hay elementos importantes e 
imponderables que nadie conocía -si era así, peor aún, porque no se dijo en su momento-, que se han 
ido sumando a esta problemática. Estamos hablando de problemáticas nuevas que han aparecido en la 
sociedad uruguaya y de las que recién hoy estamos viendo las consecuencias. Evidentemente, a lo 
clásico por todos conocido respecto a este tema, que era la población en situación de calle, le 
debemos agregar sectores nuevos, por ejemplo el de los jóvenes, que son presas y víctimas de las 
adicciones, que hoy también están en situación de calle, cosa que antes no ocurría. 


No vamos a definir aquí si eso tiene que ver con los modelos políticos, económicos o 
sociales que se aplicaron antes. Dejando de lado esa discusión, debemos asumir que se trata de 
fenómenos nuevos, cuyo abordaje no es fácil. Tampoco era fácil prever el desarrollo que tuvo esta 
situación. No obstante, sin duda alguna tenemos una obligación. Es obvio que este proyecto de ley no 
va a ser la piedra fundamental ni el elemento clave para el desarrollo de una política que abarque a 
los nuevos sectores que hoy por hoy nos preocupan en términos de novedad en la sociedad uruguaya. 
De todas maneras se debe reconocer que el Poder Ejecutivo está implementando medidas, 
estableciendo coordinaciones, introduciendo actores clásicos -que son los que se mencionan en el 
proyecto de ley-, así como otros nuevos, aunque no lo son tanto porque han estado actuando en las 
ocasiones en que así se les ha requerido en el marco del Sistema Nacional de Emergencia. Eso se 
está llevando adelante desde ayer, más allá de las políticas clásicas que se están desarrollando, que 
por supuesto reportan un importante aprendizaje a todos los actores porque nadie nace sabiendo y 
porque aquí teníamos una larga historia de falta de atención de esta problemática. Por lo tanto, es 
bueno tener en cuenta que se está llevando adelante desde hace muy poco tiempo una política 
novedosa a partir de la cual se va aprendiendo y donde todos, sin duda, tenemos la posibilidad de 
incorporar nuestras visiones. 


A ese respecto, el trabajo de esta Comisión es muy interesante ya que, por ejemplo, se 
podría lograr que desde el punto de vista legal tengamos un instrumento similar al dispuesto por ley del 
psicópata, que permitiría actuar sobre este tema. Debemos tener en cuenta que si bien hay un conjunto 
de la población que ha sido amparado por ley, puede haber otro sector que no esté en las mismas 
condiciones. Por eso nos parece que la iniciativa de la señora Senadora Xavier -que hemos 
acompañado todos los integrantes de la Bancada de Gobierno- podría cubrir de manera global a este 
universo que hoy nos preocupa. Podríamos decir que con esta iniciativa estamos tratando de evitar 
aquello de “Palo porque bogas y palo porque no bogas” o “Si no actúas es porque no actúas y si 
actúas es porque estás vulnerando las libertades individuales”. A todos nos parece importante alcanzar 
el justo equilibrio entorno a estas cuestiones. Por eso, paralelamente con acciones prácticas y 
concretas que tienen que ver con los riesgos de vida que pueden estar dándose en estos días, es 
menester que se avance con la necesaria cobertura legal. En lo personal no lo veo más que como 
medidas complementarias que se deben adoptar. 


En definitiva, en la práctica se viene actuando, se seguirá actuando y se profundizará esa 
tarea, mientras que en el aspecto legal se buscará trabajar amparando estas cuestiones. Debe quedar 
claro que con este tipo de iniciativas también cuidamos el prestigio del Parlamento, pues nos parece 
que no podemos llegar tarde a legislar sobre algo que preocupa intensamente. 


No podemos dejar de mencionar a los medios, que con sana intención, o no, instalan estos 
temas en la opinión pública. En el día de hoy se señalaba que no serían cinco sino cuatro los 
fallecidos por hipotermia. Centrarnos en si son cuatro o cinco los fallecidos, nos parece que es 
vulgarizar o rebajar la discusión y, al mismo tiempo, utilizar estas cuestiones para otros fines que no 
son los deseados. 


En síntesis, creemos que de esta manera estamos trabajando en base a lo práctico, concreto 
y real. Se trata de un vastísimo operativo que abarca un conjunto de fuerzas importantes del Poder 
Ejecutivo que están tomando las medidas correspondientes con la mayor velocidad posible, a las 
que debemos sumar las que ya se venían adoptando -siempre nos importa recordarlo-, pero no 
debemos olvidar la necesaria cobertura legal que se debe lograr con la aprobación de una ley. 


Estaríamos encantados de otorgar el tiempo que nos solicita el señor Senador Chiruchi si ello no 
implicara que pudieran darse contradicciones jurídicas con las actuaciones a nivel del Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, nos parece urgente actuar en ambos planos, es decir, también en el legislativo. 
Más allá de que siempre apoyamos cuando se pide tiempo para evaluar un tema, en esta oportunidad 
compartimos la propuesta de la Senadora Xavier en cuanto a avanzar rápidamente en el día de hoy y, 
si es posible, resolver este tema el día de mañana, a efectos de que haya una armonía entre lo práctico 
que se está realizando en estos días, y lo legal y jurídico que ampare esas actividades prácticas. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera, por un lado, explayarme en cuanto a algunos elementos que no hemos 
valorado en todos sus términos y, por otro, responder a algunas de las valoraciones hechas por los 
colegas. 


Creo que no hemos valorado suficientemente el informe de la Dirección General de la 
División Estudios Legislativos, el cual es muy importante para despejar una serie de dudas. En uno de 
los párrafos de dicho informe, se expresa: “No existen hesitaciones en cuanto a la existencia de un 
interés general en procurar superar la problemática de las personas en situación de calle, en atención 
de intereses superiores de derecho a la vida, salud, etcétera. Ergo, los informantes no creemos que el 
hecho de legislar en base al artículo 44 implique una pérdida de las libertades consagradas en los 
artículos 7 y 10 de nuestra Constitución nacional, por cuanto ello está inspirado en claras razones de 
interés general. Ellas surgen claramente de la exposición de motivos y del texto del proyecto de ley a 
estudio cuando dice “dar prevención” “asistencia a los indigentes” y “carentes de recursos suficientes”, 
en especial en materia de salud y del cuidado de su vida, lo que por otra parte implica el cumplimiento 
de lo dispuesto en los artículos 44 y 7 de la Constitución”. 


Nadie niega aquí la contraposición de derechos, pero me parece que sin duda hay 
expresiones que se han vertido en esta Comisión y en la opinión pública respecto de la otra biblioteca, 
-que es minoritaria, pero existe- que considera que las personas tienen derecho a decidir así sea el 
morir en la calle. Entonces, como esta es la Casa de las leyes, pienso que debemos tener claro que 
estamos acordando por una situación especial -tal como decía el señor Senador Solari- en una 
circunstancia determinada, pero hay mucha doctrina a favor de hacer esto sin sentir que estamos 
avasallando la libertad de las personas, pues en este caso es por el interés de ellos mismos. 


Por otra parte, quiero decir que cuando existe voluntad política no hay que esperar a la 
primavera, ya que la iniciativa se puede sancionar en diez días. Hay múltiples experiencias en este 
sentido y no se trata de legislar al grito, porque ha pasado un mes, o sea, ni tanto ni tan poco; no 
pensábamos que fuera a darse esta circunstancia ni dejábamos de pensar en ella, porque en realidad 
siempre ha muerto gente en situación de calle y por hipotermia. Y eso se ha dado, paradójicamente, 
con los mejores indicadores económicos en la sociedad, con un descenso de la cifra de indigencia, con 
el aumento de las opciones de tiempo parcial y completo en los refugios, con lugar para guardar las 
pertenencias e, incluso, con algún lugar para concurrir con las mascotas. A través de la información 
que se nos ha brindado, nos hemos dado cuenta de que todos estos elementos no han podido 
solucionar un fenómeno que crece, en lugar de al menos estabilizarse o decrecer. Pero la complejidad 
de estos fenómenos no nos puede llevar a la parálisis y a decir que, como siempre fue así, tendrá 
subidas y también bajadas, porque está en juego la vida de estas personas que, quizás 
transitoriamente, no están en condiciones de valorar el riesgo al que se están sometiendo. 


Considero que sería muy bueno que esta iniciativa fuera aprobada con el voto de todos los 
legisladores, porque eso significaría plasmar la voluntad que sin duda todos tenemos de intentar que 
esta situación no continúe, al menos en este nivel de intensidad. Naturalmente, con una ley no vamos a 
impedir que haya gente que haga estas cosas, así como no vamos a impedir que haya gente que se 
suicide. Creo que si existe voluntad política, en diez o quince días este tema quedaría consagrado 
como marco legal. De esta manera, los organismos a los que les encomendamos esta tarea quedarían 
protegidos ante cualquier duda que se suscite en algún evento, porque si bien hoy hacen su trabajo 
con la normativa preexistente, no pueden abarcar las diversas situaciones que se generan con las 
personas que están en situación de calle. 


Las condiciones actuales para enfrentar esta situación fueron expresadas por parte del señor 
Pereyra, que es responsable de esta tarea. De todos modos, hay una voluntad política que señala que 
estas dificultades podrán ser subsanadas. Naturalmente, ninguna de las situaciones es totalmente 
previsible y una vez que desbordan hay que tener marcos que protejan los derechos. Como alguien 
dijo en esta Comisión, se puede generar la duda acerca de si esto implica prácticamente estar preso. 
Aclaro que esto no implica la detención, a pesar de que el traslado, en caso de ser necesario, sea 
apoyado por la fuerza pública. Si al otro día la persona quiere volver a la situación de calle, habrá que 
recurrir al mismo procedimiento a la noche para llevarlo a un refugio. Alguna persona podrá pensar que 
este es un mecanismo agotador; lo que ocurre es que no es una situación común: estamos ante una 
situación extraordinaria que si bien no ocurre con tantos compatriotas, tampoco son tan pocos, y no es 
poco lo que arriesgan porque se trata de su vida. Pienso que debemos operativizar un marco legal que 
despeje toda duda para los organismos involucrados y que haga posible que nos encontremos al día 
con una situación de esta naturaleza. 


¿Qué pasa si alguien se muere existiendo un marco legal? Ojalá las leyes solucionaran todos 
los problemas, pero muchas veces cristalizan los reclamos que están hace mucho tiempo sin solución, 
y otras veces ayudan a empujar y a colocar las problemáticas haciendo efectivo el mayor desafío que 
plantean. Creo que este es el caso y por eso debemos pensar en una situación de largo aliento, ya que 
siempre habrá personas en estas circunstancias y debemos diversificar y perfeccionar las alternativas 
para la gente que llega a estos extremos. 


También quiero decir al señor Senador Solari que en la sesión pasada el señor Senador 
Umansky nos dejó una redacción y desconozco si todavía la sostiene. En esta redacción encomendaba 
a los Ministerios que propone nuestro mismo proyecto, la adecuación de los servicios a las 
necesidades y los requerimientos de los sin techo. Cabe aclarar que esta no es una alternativa en 
general para los sin techo, sino para aquellas personas que se encuentran en situación de calle y ante 
un riesgo sanitario inminente. Nosotros no debemos extendernos más allá de este rango de población 
pues, de lo contrario, nos exigiríamos otras responsabilidades que son difíciles de prever en un mismo 
marco legal, lo que además no es beneficioso. 


Por otro lado, se reconoce que hay que adecuar los servicios y las necesidades porque los 
requerimientos son diferentes. Esta propuesta que nos dejaba el señor Senador Umansky -y le 
pregunto al señor Senador Solari si la mantiene- reclama iguales garantías a las de la Ley N* 9.581, 
de Psicópatas. Entonces, me parece que se reconoce la necesidad de adecuación de una normativa 
que ya tiene muchas décadas y que debe ser adaptada, sin perjuicio de que la propia norma tenga la 
flexibilidad de dejar a la reglamentación ese ajuste porque no es conveniente incluir en la ley aspectos 
que pueden variar en el tiempo, cuya adecuación sería mucho más difícil. 


SEÑOR SOLARI.- Reitero que no hay en este tema dos objetivos distintos; doy por descontado que 
todos tenemos la misma finalidad. De manera que me gustaría que pudiéramos llegar a una solución 
consensuada entre todos los partidos porque creo que, en cierta forma, nos aseguraría acercarnos 
mejor a la realidad y lograr un mayor éxito, además de que sería un buen mensaje del sistema político. 


Dicho esto, no puedo dejar de reflexionar acerca de lo que dice el señor Pereyra en sus 
declaraciones. No estoy hablando de las que realizó aquí, en la Comisión, cuando vino con la señora 
Ministra y el señor Subsecretario, sino de las que formuló a la prensa porque allí brindó una cantidad 
de información que, desde mi punto de vista, es muy relevante. Concretamente, la nota a la que hago 
referencia dice lo siguiente: 


“Aunque entre 2005 y 2010 la indigencia bajó considerablemente (de 3,9% a 1%), la cantidad 
de personas en situación de calle creció 57%: pasó de 350 en 2006 a las 550 relevadas en 2010. 


Según Pereyra, eso se explica por un creciente problema de adicciones y de patologías 
psiquiátricas, que alcanza a nueve de cada 10 personas en situación de calle y que ya no se vincula 
estrictamente a la pobreza. 


“Los hogares indigentes o pobres tienen menos capacidad para acceder a un buen 
tratamiento psiquiátrico o de adicciones, entonces se profundiza el problema. Pero también pasa en 
hogares de clase media y alta, porque los integrantes no saben cómo tratar a la persona”, relató. 
Agregó que “no es un fenómeno nuevo” sino que 'se ve más” por la baja de las tasas de pobreza e 
indigencia”. 


Y, luego, la nota dice algo que para mí es fundamental: 


“Pereyra admitió que en algunos casos “no se resuelve con un refugio sino que tiene que 
tener todo un tratamiento” ya que, “si tiene un problema agudo, obviamente no es tarea del ministerio, 
sino de otros organismos como ASSE”. 


En ese sentido, el proyecto plantea interrogantes que preocupan al Mides. Según Pereyra, 
gran parte de los sin techo “deberían ser compensados antes de ingresar a un refugio”, pero en el texto 
esto no se prevé con claridad. “Creo que hay que establecer bien un mecanismo para poder trabajar 
interinstitucionalmente”, consideró”. 


Por eso voy a tratar de afinar lo mejor posible el diagnóstico detrás del problema. Creo que 
nosotros -y con esto contesto lo que me preguntaba la señora Senadora Xavier- debemos mantener la 
preocupación y la solución general de que haya internación compulsiva pero en el marco del encare 
psiquiátrico. La idea es que no sea algo por una noche, sino que vaya acompañado de un encare 
profundo, de un tratamiento, del diagnóstico por parte de dos médicos, etcétera. De esta manera, no 
solamente estamos dando garantías a la persona y a la sociedad, sino que le estamos dando la 
posibilidad de que resuelva su problema o, por lo menos, que lo enfoque. Me parece -e invito a todos 
los integrantes de la Comisión a que lo piensen- que no va a pasar nada si trabajamos 48 horas en una 
redacción alternativa que dé las garantías a las que nos referimos anteriormente y con la cual 
podamos estar todos de acuerdo. Creo que el problema debe ser bien encarado; no alcanza con que el 
funcionario del Ministerio de Desarrollo Social concurra con la policía al lugar donde se encuentra la 
persona en situación de calle y la traslade en un móvil a un refugio porque al día siguiente esa 
persona, si lo desea, nuevamente va a estar en la calle y otra vez se la irá a buscar. No creo que esa 
solución sea la adecuada desde el punto de vista de los recursos del Estado, así como tampoco en lo 
que tiene que ver con la dignidad de la persona. 


Quisiera que trabajáramos un poco más en perfeccionar esta propuesta -que, reitero, es 
buena- porque, a nuestro juicio, no es apropiada la forma de encarar la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que resolver sobre las distintas propuestas que se han planteado 
acerca del proyecto de ley. Por un lado, el Partido Nacional ha propuesto que se postergue la 
consideración del tema. 


Sinceramente, no nos queda clara la postura del Partido Colorado, si bien estamos de 
acuerdo en que debemos encontrar una solución que abarque otros aspectos, además de salvar la 
vida de las personas en situación de intemperie, que coyunturalmente están en riesgo frente a estos 
problemas climáticos tan duros que se están dando. En este sentido, debemos subrayar que hay otras 
iniciativas que están en desarrollo para abordar integralmente esta problemática. Insisto en que, 
concretamente, no sabemos si el Partido Colorado estaría acompañando el proyecto de ley tal como 
fue elaborado o si le agregaría algún elemento y, en definitiva, no acompañaría la postura que sostuvo 
en la sesión anterior el señor Senador Umansky. 


Asimismo, tenemos la propuesta de la señora Senadora Xavier que plantea que se apruebe 
el proyecto de ley en el día de hoy y se solicite su incorporación en el orden del día de la sesión 
ordinaria que se celebrará mañana. 


El señor Senador Chiruchi también planteó la posibilidad de tratar este tema en una próxima 
sesión. 


Por último, también tenemos una propuesta concreta del Partido Colorado que fue elevada 
formalmente a través del señor Senador Umansky. 


Por esta razón, le preguntamos al señor Senador Solari, como integrante del Partido 
Colorado, qué postura adoptarán, para poder ir manejando las alternativas y definiendo el tema. 


SEÑOR SOLARI.- Creí que había sido claro, pero por las dudas reiteraré nuestra postura: el Partido 
Colorado no va a acompañar el proyecto de ley en su versión actual. Desearíamos poder hacerlo, pero 
para ello es necesario que se le introduzcan algunas modificaciones que den garantías a las personas 
sin techo de que su problemática de fondo será encarada adecuadamente y que también sus libertades 
serán respetadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las posturas han quedado planteadas con claridad. 
Corresponde considerar el proyecto de ley. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo Único.- Las personas de cualquier edad, que se encuentren en situación de 
intemperie completa, con riesgo de graves enfermedades o incluso con riesgo de muerte, podrán ser 
llevadas a refugios u otros lugares donde puedan ser adecuadamente asistidas, aun sin que presten su 
consentimiento, siempre que un médico acredite por escrito la existencia de alguno de los riesgos 
indicados en la presente disposición. 


El Poder Ejecutivo reglamentará lo dispuesto en el inciso primero encomendando a los 
Ministerios de Desarrollo Social, Salud Pública e Interior, sin perjuicio de la participación de otros 
organismos que coordinen el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo”. 


En consideración. 


SEÑOR SOLARI.- Estuvimos conversando con el señor Senador Chiruchi y hacemos hincapié en que 
quisiéramos encontrar un mecanismo para dar un mensaje inequívoco a la ciudadanía de que este 
problema preocupa y tiene una solución. 


En ese sentido, si el señor Presidente me lo permite, voy dar lectura al artículo 15 de la ley 
sobre el psicópata, que refiere a la internación por indicación médica, o sea, involuntaria. El artículo 
dice: “La admisión por indicación médica, o sea involuntaria, de un enfermo psíquico, solo podrá ser un 
medio de tratamiento y nunca de privación correccional de la libertad, y se ajustará a las siguientes 
formalidades: 


A) Una constancia de admisión del médico que lo recibe. 
En esta constancia se pondrán los antecedentes, sintomatología y resultado del examen del 
enfermo, sin que sea necesario establecer un diagnóstico clínico. 


B) Una declaración firmada por el pariente más cercano del paciente o su ex representante legal, o 
por las personas mayores de edad que convivan con el enfermo, si no tiene parientes próximos, 
en la que se indique expresamente su conformidad y solicitando su ingreso directamente del 
director-médico del establecimiento. En dicha declaración se hará constar también las 
permanencias anteriores del enfermo psíquico en establecimientos psiquiátricos, en sanatorios o 
aislamientos privados. 


C) Un certificado de enfermedad psíquica expedido por dos médicos. 


Los médicos ajenos al establecimiento psiquiátrico, donde es admitido el enfermo, que expidan la 
certificación de enfermedad psíquica, no podrán ser parientes, dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad de la persona que formule la petición, de ninguno de los 
médicos del establecimiento donde deba efectuarse la observación y tratamiento, ni del propietario o 
administrador. 


La admisión del enfermo deberá efectuarse en un período de tiempo que no pase de diez 
días, contados a partir de la fecha del certificado médico. 


Antes de transcurridas veinticuatro horas de la admisión del enfermo en el establecimiento, el 
médico-director está obligado a comunicar a la Inspección General de Psicópatas la admisión del 
enfermo, remitiendo una nota resumen de todos los documentos indicados en los párrafos anteriores y 
motivos del ingreso. Todo sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 27. El Inspector General de 
Psicópatas procederá a realizar el reconocimiento del enfermo e incorporará los informes recibidos al 
Registro General de Psicópatas”. 


Quiero proponer específicamente que en el proyecto de ley a consideración se establezca -ya 
sea como parte del artículo único o como un artículo adicional- que cuando la internación fuere sin 
consentimiento, los procedimientos a utilizar se asemejarán todo lo posible a lo establecido en el 
artículo 15 de la ley mencionada, de acuerdo con lo que reglamente el Poder Ejecutivo. Me parece que 
de esa manera estaríamos dando un mensaje muy claro de que en estos casos la internación no sería 
una privación correccional de la libertad, sino que estaría dirigida a la protección y tratamiento de la 
persona. Creo que ese es el elemento fundamental que debería recoger este proyecto de ley para 
que pudiéramos acompañarlo con todo nuestro entusiasmo. 


SEÑORA XAVIER.- Entiendo que deberíamos tomarnos unos minutos para encontrar una redacción y 
que quede claro que ese punto no significará privación de libertad. Me parece que no podemos dar 
mayores competencias a este marco legal, porque lo que se pretende en todo momento es que la 
persona sea conducida a un refugio, aunque no preste su consentimiento. En la ley mencionada no hay 
otra hipótesis que la de que no haya prestado su consentimiento; no vamos a levantar a todas las 
personas en situación de calle para llevarlas a un refugio. Lo que planteamos es que si corren riesgo 
podrán ser llevadas aun sin su consentimiento. Se me podrá decir que cualquier persona en la calle 
con tres grados bajo cero tiene riesgo de sufrir hipotermia; sí, es posible que determinado día y de 
acuerdo con la situación climática, potencialmente todos pasen a ser personas en riesgo de sufrir 


hipotermia y de perder la vida. Lo que se rescata, y me parece bien que quede en el marco legal a 
texto expreso, es que esto no implica privación de libertad. 


Si es la voluntad de todos los integrantes de la Comisión, pediría unos minutos para llegar a 
un consenso sobre la redacción del proyecto de ley que estamos considerando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, hacemos una pausa para 
encontrar un texto adecuado. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


Luego de las conversaciones mantenidas, la Comisión ha elaborado la nueva redacción del 
artículo único del proyecto de ley. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo Único.- Las personas de cualquier edad, que se encuentren en situación de 
intemperie completa, con riesgo de graves enfermedades o incluso con riesgo de muerte, podrán ser 
llevadas a refugios u otros lugares donde puedan ser adecuadamente asistidas, aun sin que presten su 
consentimiento, siempre que un médico acredite por escrito la existencia de alguno de los riesgos 
indicados en la presente disposición y sin que ello implique la privación correccional de su libertad. 


El Poder Ejecutivo reglamentará lo dispuesto en el inciso primero encomendando a los 
Ministerios de Desarrollo Social, Salud Pública e Interior, sin perjuicio de los organismos nacionales e 
interdepartamentales con competencia en la materia, que coordinen el cumplimiento de lo dispuesto en 
el presente artículo.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como miembro informante a la señora Senadora Xavier. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 38 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


